2011, Buenos Aires Capital Mundial del Libro

PROYECTO DE LEY

Difusión de información útil sobre violencia contra las mujeres en medios de transporte público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Artículo 1º. Incorpórase al sistema de transporte público que circula en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: ómnibus, subterráneos, metrobus, bicicletas pertenecientes al Sistema de Transporte Público en Bicicletas del Gobierno de la Ciudad, y sus respectivas estaciones y paradas; un espacio de difusión de las líneas telefónicas gratuitas y programas de atención integral para víctimas de la violencia contra las mujeres.

Artículo 2°. Todos los carteles de difusión mencionados en el artículo anterior deberán contener en forma obligatoria la siguiente información, además de otros datos de interés:

Línea Gratuita para Mujeres Víctimas de Violencia Doméstica y Delitos Sexuales (GCABA) 0800- 666- 8537 / Horario de atención: Todos los días, las 24 hs.

Línea 137. Brigada móvil de atención a víctimas de Violencia Familiar. Todos los días, las 24 hs.

Oficina de Violencia de la Corte Suprema de Justicia. Tel: 4370-4600 int.4510 al 4514. Todos los días 24 hs. Lavalle 1250. Planta Baja. CABA.

Artículo 3°. A los efectos de la aplicación de lo dispuesto por el artículo 1° de la presente ley, la autoridad de aplicación será el Ministerio de Desarrollo Urbano de la Ciudad de Buenos Aires y la Secretaría de Comunicación Social, o los organismos que en el futuro los reemplacen.

Artículo 4°. Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS
Sr. Vicepresidente:

La violencia de género constituye uno de los problemas más acuciantes de nuestra sociedad. La violencia contra las mujeres es violencia de género, su origen es la asimetría de poder entre hombres y mujeres en las relaciones personales y sociales. La violencia de género incluye, sin limitarse a ella: (i) violencia física; (ii) violencia psicológica; (iii) violencia sexual, (iv) violencia económica y patrimonial y (v) violencia simbólica.

Frente a esta situación se hace necesario contar con instrumentos de difusión de aquellas herramientas tendientes a dar una respuesta a la violencia contra las mujeres, la cual ha sido reconocida en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer, adoptada bajo los auspicios de las Naciones Unidas en el año 1979, cuyo Preámbulo establece que:

“(…) la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad”.
El artículo 3° de dicho instrumento establece que: “Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre”. Esta obligación asumida por el Estado Nacional se hace extensiva a la Ciudad Autónoma en cuanto a la adopción de toda medida tendiente a la eliminación de barreras en el acceso y goce de derechos por parte de las mujeres.


Por otro lado, en el sistema interamericano de protección de derechos de la mujer La Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer, establece el convencimiento de los Estados respecto de que:

“(…) de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida”.
En este instrumento, sus artículos 1° y 2° establecen que se entenderá por violencia contra la mujer:

“Artículo 1. Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 2. Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:

a.      que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b.       que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c.       que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra”.

En el ámbito nacional, la Ley N° 26.485 de PROTECCION INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBITOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES, según su artículo 2° establece como uno de sus objetivos: “d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucional sobre violencia contra las mujeres”.


La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su artículo 38° establece que:

“ARTÍCULO 38.- La Ciudad incorpora la perspectiva de género en el diseño y ejecución de sus políticas públicas y elabora participativamente un plan de igualdad entre varones y mujeres.

Estimula la modificación de los patrones socioculturales estereotipados con el objeto de eliminar prácticas basadas en el prejuicio de superioridad de cualquiera de los géneros; (…) provee a la prevención de violencia física, psicológica y sexual contra las mujeres y brinda servicios especializados de atención”.

En atención a esto, la Ley N°1688 de Prevención y Asistencia a las Víctimas de Violencia Doméstica y Familiar, establece: 

“Artículo 2°.- Objeto. La presente ley tiene como objetivo principal la prevención de la violencia familiar y doméstica, y la definición de acciones para la asistencia integral de sus víctimas, sean estas mujeres, varones, niñas, niños, adolescentes, adultos mayores o personas con necesidades especiales, de acuerdo con lo establecido por el artículo 20 de la Ley N° 1.265. Para el cumplimiento de dicho objetivo, se promoverán acciones que tiendan a:

a. Generar una cultura de prevención de las acciones de violencia familiar y doméstica a través de la educación e información (…)”.

El artículo 5° de la misma Ley señala que: “Artículo 5°.- Prevención. Las acciones de prevención deberán promover la difusión y la promoción de una cultura que favorezca y coadyuve a crear un marco objetivo de libertad e igualdad, entre las personas que integran la familia, eliminando las causas y patrones que generan y refuerzan la violencia familiar, con el fin de erradicarla”.

Por su parte, la Ley N°474, Plan de igualdad real de oportunidades y trato entre varones y mujeres, establece en su artículo 16: “Violencia y abuso contra las mujeres. En relación a la Violencia y Abuso contra las mujeres deben desarrollarse políticas y acciones tendientes a: promover medidas en todos los 
ámbitos, y particularmente en los medios de comunicación, para modificar los modelos sexistas de conductas sociales y culturales de mujeres y varones”.

De la normativa reseñada surge la necesidad de brindar información que permita a las víctimas de violencia de género acceder a aquellos números de teléfonos, sitios web, direcciones, etc., que los contacten con organismos que den una respuesta a dichas situaciones.

El problema de la creciente violencia y de la inseguridad sin duda afecta al conjunto de la ciudadanía; no reconoce sectores ni clases, pero afecta de manera más particular a unos que otros. Esa violencia, que se expresa en una diversidad de dimensiones y de variables, que parece crecer, que parece multiplicarse, hoy —y no podemos negarlo— es preocupación y es punto principal de la agenda de toda mujer u hombre político que aspira a cualquier cargo de dirigencia en las ciudades de América Latina. No hay candidato o candidata a intendencia, prefectura o alcaldía que no plantee el tema de la seguridad como materia principal de la agenda de compromiso político.

En este sentido, Ana Falú en su libro Ciudades para convivir: sin violencias hacia las Mujeres, señala que: “Cuando nosotras hablamos de que existe violencia contra las mujeres en las ciudades, ello apunta realmente a un concepto más amplio. Queremos mirar la violencia desde un concepto más abarcador, que tiene como base el orden de género imperante, unas relaciones entre hombres y mujeres que se sustentan en pautas culturales profundamente arraigadas en nuestras sociedades, pero que, por sobre todo, evidencian el ejercicio del poder de un sexo por sobre otro. Y si bien la inseguridad de las ciudades y la violencia son particularmente relevantes en la vida de las mujeres, también quiero insistir en que las ciudades son un ámbito privilegiado. No podemos satanizar a estos espacios urbanos desde ciertos flagelos —como es el crecimiento del sida, de la violencia, como son las expresiones de la pobreza que fragmenta a los territorios urbanos—, porque también son estos territorios, estos locus urbanos, los espacios donde las mayores aspiraciones, los mayores deseos de romper los círculos de la pobreza, pueden tener su ejercicio”.

La apuesta por ciudades más democráticas, de mayor y mejor convivencia, lleva implícita la erradicación de la violencia. Y lleva implícita la erradicación de la violencia contra las mujeres en particular, porque en la medida en que no empoderemos a las mujeres, en que las mujeres no podamos promover nuestros propios derechos como ciudadanas, va a ser muy difícil que podamos, entre todos y entre todas, avanzar en la construcción de ciudades más democráticas.

En estos casos el acceso a la información es la herramienta primigenia y vital para el acceso y goce de derechos de este sector extremadamente vulnerable de la sociedad.


Es por todo lo expuesto, que solicitamos la aprobación del presente proyecto.
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